CONCEPTO 146 DE 2012
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<Fuente: Archivo interno entidad emisora>
SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS
Bogotá, D.C.,

Señor

FRAY ANTONIO GARCÍA JARAMILLO
Calle 9 No. 09 – 70 Centro Comercial Plaza 10

Cali - Valle

funsuvidi_950@yahoo.es
Ref. Su solicitud concepto(1)
Respetado señor.

Se basa la consulta objeto de estudio en determinar si un funcionario de una empresa puede derogar una resolución emitida por la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.
Antes de brindar una respuesta puntual a su consulta, debemos advertir que el presente documento se formula con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.

Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero(2) del artículo 79 de la Ley 142 de 1994(3), modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001(4) esta Superintendencia no puede exigir, en ningún caso, que los actos o contratos de una empresa de servicios públicos se sometan a aprobación previa suya.

Lo anterior podría configurar extralimitación de funciones, así como la realización de actos de coadministración a sus vigiladas.

Hechas las anteriores precisiones, se responde de manera general en los siguientes términos:

Los actos administrativos de esta Superintendencia y de cualquier otra entidad facultada para emitirlos, se presumen válidos y legítimos, lo que supone para el Administrado y para la Administración, cumplir lo dispuesto en el acto, a la par de tener la carga de la prueba en caso de sostener la existencia de algún vicio que conduzca a su ilegalidad o le cause perjuicio.

Nos estamos refiriendo a la presunción de legalidad del acto administrativo, la cual supone que el acto fue emitido conforme a derecho y dictado en armonía con el ordenamiento jurídico. En esa medida, el acto administrativo es el resultado de un análisis jurídico y fáctico serio realizado por la autoridad estatal.

Desde esa óptica, la legalidad de la actuación de la administración justifica y avala la validez de los actos administrativos; creando la presunción de que son legales, es decir, se los presume válidos y que respetan las normas que regulan su producción.

No obstante lo anterior, y a pesar de la presunción de legalidad de la que gozan los actos administrativos, ésta es una presunción iuris tantum, es decir, que admite prueba en contrario, razón por la cual la legitimidad de los actos se puede ver afectada por las causas de nulidad de pleno derecho y de anulabilidad, siempre que las mismas sean declaradas por una autoridad competente para ello.

Por ello, a pesar de la presunción de legalidad de que gozan los actos administrativos, estos a su vez pueden ser controvertidos en instancia administrativa a través de la interposición de los recursos previstos en la ley lo cual debe realizarse dentro de la diligencia de notificación personal, o dentro de los cinco (5) días siguientes a ella, o a la desfijación del edicto.

Una vez hayan sido interpuestos los recursos y resueltos los mismos, se produce el agotamiento de la vía gubernativa y el acto administrativo reviste el carácter de ejecutivo y ejecutorio.

Cuando se agota la vía gubernativa, es decir, cuando los recursos interpuestos se hayan decidido por parte de la autoridad administrativa, el acto administrativo ya no puede ser controvertido ante la entidad que lo profirió, sin perjuicio del ejercicio de la revocatoria directa oficiosa por parte de la entidad que emitió el acto.

Agotada la instancia administrativa, todavía puede el particular controvertir el acto, no ya ante la administración, sino ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo mediante el ejercicio de las acciones previstas en la ley.

A contrario sensu, si el particular no ha interpuesto los recursos obligatorios en la vía administrativa, se entenderá que no agotó la vía gubernativa, y por ende no le será posible acudir ante las autoridades jurisdiccionales, pero si al instituto de la revocatoria directa.

Por tanto, en el evento que un particular o entidad se encuentre inconforme o lesionado con la decisión proferida por la Administración, tendrá la posibilidad de agotar en primera instancia, la vía gubernativa por intermedio de los recursos de ley y en el evento que no prosperen, tendrá la posibilidad de acudir ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.

Mientras tanto, dado que el acto administrativo se presume legítimo, es obligación de la Administración y de los particulares (sean usuarios o empresas) darle cumplimiento, so pena de hacerse acreedores de las sanciones que correspondan.

En ese contexto, si un prestador de servicios públicos ha desconocido una decisión administrativa emitida por esta Superintendencia, puede el usuario afectado informar a esta entidad para tomar las medidas que resulten pertinentes, con el fin de preservar la validez ejecutiva y ejecutoria al acto emitido.

Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.

Cordialmente,

MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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